	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado-Ponente: JOSÉ M. DELGADO OCANDO
 
El 15 de octubre de 2001, los abogados Nelson Contreras Delgado y Juan Carlos González D., inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los números 7.236 y 67.934, actuando en su carácter de apoderados judiciales de la ciudadana ELIZABETH BRAVO CHESTARI, titular de la cédula de identidad nº. 7.212.148, interpusieron ante el Juzgado de Primera Instancia del Trabajo y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, acción de amparo constitucional, contra el ciudadano Nelson Hernández Maldonado, titular de la cédula de identidad nº. 7.921.758, en su carácter de Presidente del Instituto Autónomo Anzoatiguense de la Salud (SALUDANZ).
 
Mediante decisión del 16 de octubre de 2001, el señalado Juzgado de Primera Instancia del Trabajo y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, se declaró incompetente para conocer de la acción incoada, para lo cual precisó que ”...aun cuando se alega la violación de derechos laborales, la afinidad natural de la materia que es objeto de la acción de amparo se establece con el Tribunal de Carrera Administrativa...”, toda vez que lo que se estaba planteando era la violación de derechos y garantías constitucionales de una funcionaria a quien le es aplicable la Ley de Carrera Administrativa y no la Ley Orgánica del Trabajo, y en consecuencia, declinó la competencia en el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso-Administrativo de la Región Nor-Oriental y ordenó la remisión del expediente al referido Juzgado.
 
El 2 de noviembre de 2001, el referido Juzgado Superior admitió la acción de amparo constitucional y ordenó se libraran las boletas de notificación a las partes, a fin de informarles el día y la hora en que se celebraría la audiencia oral y pública.
El 13 de noviembre de 2001, se celebró la audiencia oral y pública en la sede del Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso-Administrativo de la Región Nor-Oriental y, en esa misma oportunidad, el referido Juzgado, dados los planteamientos formulados por las partes, se declaró incompetente y ordenó la remisión de la causa a la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, a fin de que decidiera el conflicto planteado.
 
El 28 de febrero de 2002, la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, se declaró incompetente para conocer del conflicto de competencia planteado y ordenó la remisión de la causa a esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia.
 
El 14 de marzo de 2002, se dio por recibido el expediente, y por auto de esa misma fecha, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado doctor JOSÉ M. DELGADO OCANDO, quien con tal carácter suscribe el presente fallo.
 
Cumplida la tramitación legal del expediente, pasa esta Sala a dictar sentencia, previas las siguientes consideraciones:
 
I
DE LOS FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN DE AMPARO
 
La parte accionante fundamentó la solicitud de tutela constitucional con base en los siguientes argumentos:

 
1.- En primer lugar, indicaron que, el 3 de enero de 2001, suscribió contrato con el Instituto Autónomo de la Salud del Estado Anzoátegui (SALUDANZ) mediante el cual se obligaba a prestar sus servicios profesionales a éste durante un (1) año, devengando un sueldo mensual de un millón quinientos mil bolívares (1.500.000,oo Bs.), quedando establecido en el referido contrato que “...para el supuesto que el contrato quedare rescindido unilateralmente por el Instituto Anzoatiguense de la Salud, sin que medie causa que lo justifique, deberá el contratante indemnizar a la contratada y el monto de la indemnización será calculado de acuerdo con el pago que en forma mensual deba realizar el contratante hasta por el tiempo que faltare para el vencimiento del contrato...”.
2.- Señaló que el 20 de abril del mismo año, el referido Instituto le envió una comunicación en la cual le informan que de manera “...temporal, es decir, por espacio de dos semanas, el Presidente del Instituto solicita hacer un alto en las labores presenciales...”, sin embargo, se dejó constancia del interés por parte del mismo, en continuar con la contratación dada la satisfacción en la labor desplegada por ésta.
 
3.- Ahora bien, adujo la accionante, que hasta la fecha han transcurrido no sólo las dos semanas indicadas en la comunicación, sino “...muchas semanas sin que se definiera la situación...” aunado a que dada la remoción del antiguo Presidente y el nombramiento de uno nuevo, aquélla dirigió numerosas comunicaciones a éste, a fin de que se definiera su situación laboral y la reincorporación a su puesto de trabajo, así como el pago de la remuneración convenida, lo cual ha resultado infructuoso, situación que en definitiva vulnera sus derechos constitucionales al debido proceso, a la defensa, de petición y oportuna respuesta, al trabajo, al salario, a la estabilidad laboral y  los derechos humanos.
 
II
DE LA DECISIÓN DICTADA POR EL
JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA DEL TRÁNSITO Y DEL TRABAJO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ESTADO ANZOÁTEGUI
 
El mencionado Tribunal, al declararse incompetente para conocer de la presente acción de amparo constitucional, expuso lo siguiente:
 
“...resulta manifiesta la incompetencia de este Tribunal del Trabajo para conocer del presente Recurso de Amparo Constitucional, pues cuando se alega la violación de derechos laborales, la afinidad natural de la materia que es objeto de la acción de amparo se establece con el Tribunal de la Carrera Administrativa, por cuanto se refiere al planteamiento de la violación de los mismos, es decir, de derechos y garantías de una funcionaria a quien no le es aplicable la Ley Orgánica del Trabajo, sino la Ley de Carrera Administrativa, como así lo reconocen expresamente los apoderados judiciales de la accionante... ”.
 
III
DE LA DECISIÓN DICTADA POR EL JUZGADO SUPERIOR SEGUNDO EN LO CIVIL y CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DE LA REGIÓN NOR-ORIENTAL

 
El prenombrado Juzgado, al declararse incompetente para conocer la presente causa, dispuso lo siguiente:
 “Por sentencia del Tribunal Supremo de Justicia, Sala de Casación Social, de fecha 26 de julio del presente año, proferida con base a lo dispuesto en el artículo 146 de la Constitución de la República, que contiene como principio general el de que los cargos de la Administración Pública son de carrera y como excepción los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los contratados y contratadas...manifestando que los contratados carecen de condición de empleados públicos y por ende, están exceptuados de la aplicación de las normas de la Ley de Carrera Administrativa, siendo la ley aplicable, la Orgánica del Trabajo, y que en tal virtud, dedujo la Sala, que son los Tribunales de la jurisdicción Laboral los competentes para conocer de los conflictos suscitados entre particulares y órganos de la administración pública centralizados, descentralizados, institutos autónomos, estadales y municipales, en los cuales medie una relación contractual. Este criterio, reiterado por dicha Sala, lo admite este Tribunal en forma plena y absoluta y en consecuencia, declara en este acto su incompetencia para conocer de la presente materia ...”.

 
IV
MOTIVACIÓN PARA DECIDIR
 
Como punto previo, pasa esta Sala a pronunciarse acerca de su competencia para conocer de la presente regulación de competencia en materia de amparo y, al respecto, observa lo siguientes:

 
La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en su artículo 266, numeral 7, establece que es atribución del Tribunal Supremo de Justicia “Decidir los conflictos de competencia entre tribunales, sean ordinarios o especiales, cuando no exista otro tribunal superior común a ellos en el orden jerárquico”, y asimismo se observa que, en sentencias de fecha 20 de enero de 2000, recaídas en los casos Emery Mata y Domingo Ramírez Monja, al determinar la competencia de la acción de amparo a la luz de los principios y preceptos consagrados en la Constitución de la República, esta Sala estableció, que le corresponde a ella misma ejercer la jurisdicción constitucional en sede del Tribunal Supremo de Justicia y que es la competente por la materia “para conocer, según el caso, de las acciones de amparo constitucional propuestas conforme a la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales”.
 
Observa asimismo esta Sala que de conformidad con el artículo 42, numeral 21 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, y los artículos 70 y 71 del Código de Procedimiento Civil, aplicables a este caso en ausencia de regulación especial en la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, ante el conflicto negativo de competencia por razón de la materia, sucesivamente planteado entre dos tribunales distintos que no tienen tribunal superior común a ambos, corresponderá al Tribunal Supremo de Justicia la regulación de competencia.
 
En el caso de autos, el conflicto de competencia se presentó entre el Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y del Trabajo  de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, y el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso-Administrativo de la Región Nor-Oriental, por lo que al no existir un Tribunal Superior común a ambos órganos jurisdiccionales, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia resulta competente para conocer de la presente regulación de competencia y así se declara.
 
Determinada la competencia de esta Sala para conocer del conflicto de competencia planteado, corresponde ahora determinar la competencia del órgano jurisdiccional que, en definitiva, ha de conocer de la acción de amparo constitucional incoada. Al respecto, observa lo siguiente:
 
La presente acción de amparo constitucional fue interpuesta -como se señaló- contra la actuación proveniente del ciudadano Nelson Hernández, en su carácter de Presidente del Instituto Autónomo de la Salud del Estado Anzoátegui, quien hasta el momento no ha respondido las comunicaciones que le fueran enviadas por la accionante, a fin de que ésta le informara sobre su situación laboral en el referido Instituto, dado que existe un contrato suscrito entre ambas partes, en el cual se estableció que en caso de que este fuera “...rescindido unilateralmente por el Instituto Anzoatiguense de la Salud, sin que medie causa que lo justifique, deberá el contratante indemnizar a la contratada...” y  se estableció que prestaría sus servicios en el curso de un (1) año, siendo que, a los cuatro meses de haberse suscrito el contrato, sus labores fueron interrumpidas sin que hasta el presente haya sido subsanada tal situación, hechos éstos que originaron una presunta amenaza de violación de sus derechos constitucionales del debido proceso, a la defensa, de petición y oportuna respuesta, al trabajo, al salario, a la estabilidad laboral y a sus derechos humanos previstos en los artículos 49, 51,87, 89, 91 y 93 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en concordancia con el artículo 19 eiusdem, por cuanto, en caso de que se hubiere acordado la remoción de la accionante del cargo que desempeñaba, ésta debió ser notificada a fin de poder ejercer su derecho a la defensa, hecho que no ha ocurrido, toda vez que en ningún momento el Presidente del referido Instituto, le ha contestado las comunicaciones enviadas por la misma y de no ser así, debió ser reincorporada en el ejercicio de sus funciones y, tal como se estableció en el contrato, debió cancelarse el salario que no ha devengado en el transcurso de esta interrupción, así como la indemnización que se previó en el referido contrato.
 
Ahora bien, respecto a la competencia en razón de la materia, el artículo 7 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales dispone lo siguiente:
 
“Son competentes para conocer de la acción de amparo, los Tribunales de Primera Instancia que lo sean en la materia afín con la naturaleza del derecho o de la garantía constitucionales violados o amenazados de violación, en la jurisdicción correspondiente al lugar donde ocurrieren el hecho, acto u omisión que motivaren la solicitud de amparo.
En caso de duda, se observarán, en lo pertinente, las normas sobre competencia en razón de la materia. 
Si un Juez se considerare incompetente, remitirá las actuaciones inmediatamente al que tenga competencia.
Del amparo de la libertad y seguridad personales conocerán los Tribunales de Primera Instancia en lo Penal, conforme al procedimiento establecido en esta Ley”. 
 
El artículo antes transcrito, consagra la norma rectora de la competencia ratione materiae y ratione loci, para conocer de las acciones de amparo constitucional, cuando éstas se ejerzan por vía principal.
 
Ahora bien, es doctrina de este Máximo Tribunal que, en materia de amparo, no sólo es necesario analizar la naturaleza del derecho o la garantía constitucional presuntamente violada o amenazada de violación, que, por ser genéricas, pueden corresponder a distintas competencias, sino que también hay que atender a la relación existente entre la violación denunciada y la situación jurídica que involucra a las partes, la cual, debe ser subsumida objetivamente dentro de los principios de competencia.

En el caso de autos, esta Sala observa que –como se expresó con anterioridad- el hecho que motivó a los accionantes a interponer la acción de amparo constitucional lo constituye la presunta amenaza de violación de los derechos al debido proceso, a la defensa, al trabajo, a la estabilidad laboral, al salario, vulnerados por el ciudadano Nelson Hernández, en su carácter de Presidente del Instituto Autónomo de la Salud del Estado Anzoátegui, al no reincorporar en sus funciones a la accionante, quien suscribió un contrato de trabajo con el referido Instituto por el lapso de un (1) año y que fue suspendida del mismo sin justificación alguna. 
 
Como se puede observar, el derecho constitucional denunciado como lesionado se encuentra vinculado a la materia laboral, del mismo modo en el caso de autos, se plantea la prestación de un servicio a un órgano de la administración pública, bajo la modalidad de contrato de servicios a tiempo determinado, sin que ello implique el ingreso a la Carrera o función pública establecidas en la Ley de Carrera Administrativa. En este sentido, el artículo 146 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, exceptúa al personal contratado por las dependencias públicas de la función pública, al disponer: 

 
'Artículo 146. Los cargos de los órganos de la Administración Pública son de carrera.. Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los contratados y contratadas, los obreros y obreras al servicio de la Administración Pública y los demás que determine la Ley. El ingreso de los funcionarios públicos y las funcionarias públicas a los cargos de carrera será por concurso público, fundamentado en principios de la honestidad, idoneidad y eficiencia...”

 

 

Así las cosas, los Tribunales de Primera Instancia del Trabajo, son órganos jurisdiccionales que ostentan competencia en esta materia, tal y como lo dispone el artículo 11 de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual dispone:

 

“Artículo 11.- Los derechos consagrados por la Constitución en materia laboral serán amparados por los Jueces de Primera Instancia de la Jurisdicción del Trabajo, de conformidad con la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y garantías Constitucionales”.

 
En consecuencia, vistas las consideraciones expuestas anteriormente, le corresponde al Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui, órgano al cual se le ordena remitir el presente expediente. Así se declara.
 
V
DECISIÓN
 
Por las razones anteriormente expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley:

 

1) Se declara COMPETENTE para conocer del conflicto de competencia originado entre el Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui y el Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Región Nor-Oriental.
 
2) Declara que el tribunal competente para conocer de la acción de amparo constitucional interpuesta por la ciudadana ELIZABETH BRAVO CHESTARI, contra el ciudadano Nelson Hernández, en su carácter de Presidente del Instituto Autónomo de la Salud del Estado Anzoátegui, es el Juzgado de Primera Instancia del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Anzoátegui al cual deberán remitirse inmediatamente los autos.
 
Remítase copia certificada del fallo al Juzgado Superior en lo Civil y Contencioso-Administrativo de la Región Nor-Oriental.
 
Publíquese, regístrese y notifíquese. Cúmplase lo ordenado.
 
Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 09 días del mes de octubre dos mil dos. Años: 192º de la Independencia y 143º de la Federación.
 
El Presidente,
 
 
IVÁN RINCÓN URDANETA
                                                                 El Vicepresidente,
 
 
 
JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO 
 
Los Magistrados,
 
 
 
ANTONIO JOSÉ GARCÍA GARCÍA                             JOSÉ M. DELGADO OCANDO
                                                                                                           Ponente
 
 
 
PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ 
 
El Secretario,
 
 
 
JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO
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